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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA

PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY
Art. 1º: Crease en la provincia de Buenos Aires el Protocolo de Asistencia y Contención a Personas y Familias Afectadas por Procesos de Desalojo y Desplazamientos Forzosos, de los bienes inmuebles en predios urbanos o rurales que ocupan con uso manifiesto de vivienda.
Art. 2º: A los efectos de esta ley, se entiende por desalojo a todo procedimiento con origen judicial, administrativo o de otra índole, que de manera forzosa desocupe a toda persona, conjunto de personas o grupo familiar del inmueble que ocupan en carácter de vivienda, trasladándolos a otros sitios o dejándolos en situación de calle. 
Art. 3º: El presente Protocolo tiene por objeto:
a. Implementar un marco regulatorio para los desalojos en la Provincia de Buenos Aires, que sea compatible con los derechos humanos y las libertades fundamentales que toda persona tiene ante el acceso a una vivienda adecuada y el desarrollo sostenible de los asentamientos humanos.

b. Garantizar la presencia del Estado en procedimientos de desalojo y regular su intervención.
c. Proveer de asistencia y contención profesional inmediata a las personas y familias desalojadas de los inmuebles que ocupaban en carácter de vivienda.

d. Garantizar a las personas y familiares de las víctimas de un proceso de desalojo la asistencia legal y técnica que les asegure el acceso a la justicia para resolver todas las cuestiones que se deriven de la desocupación del bien inmueble que se trate.

e. Procurar la resolución del conflicto de manera anticipada al desalojo.

f. Evitar que todo desalojo provoque que las víctimas del mismo queden en situación de calle, por no habérseles ofrecido asistencia, contención y alternativas que garanticen el acceso a la vivienda.
g. Administrar de manera actualizada un Registro Provincial con los datos de las personas víctimas de un proceso de desalojo y las circunstancias del mismo.

Art. 4º: Crease el Registro de Desalojos en la Provincia de Buenos Aires. El mismo contendrá los siguientes datos:

a) Distrito, lugar y demás descripciones que divisen el espacio físico donde se llevo acabo el desalojo.
b) Fecha y hora del desalojo.
c) Nombre y Apellido de las personas desalojadas del inmueble que ocupaban en carácter de vivienda.
d) Nombre y Apellido de los efectivos que llevaron acabo el proceso de desalojo.
e) Nombre y Apellido de quien ha autorizado el desalojo.

f) Descripción del hecho y detalles del mismo.

Art. 5º: La Autoridad de Aplicación será designada por el Poder Ejecutivo Provincial. Tendrá, según prescribe la presente ley, las siguientes facultades:

a) Confección y Administración del Registro de Desalojos
b) Organización y Administración del Equipo Interdisciplinario de Profesionales de acuerdo al marco establecido por la presente ley.
c) Reglamentación de la selección de la terna de las personas postuladas para integrar el Equipo Interdisciplinario de Profesionales, según lo prescripto en la presente ley.

d) Determinación de la cantidad de personas a desempeñarse en el Equipo Interdisciplinario según el criterio establecido en la presente ley.

e) Ubicación de las Unidades de Contención y todo lo relativo a su armado, manutención e infraestructura.
Art. 6º: Crease el Equipo Interdisciplinario de Profesionales. El mismo estará compuesto por los siguientes expertos:
a) Trabajadores Sociales.
b) Psicólogos.
c) Abogados.
d) Enfermeros.
e) Médicos.
Art. 7º: Cada miembro del Equipo Interdisciplinario de Profesionales será elegido por Concurso Público de Antecedentes. De tal Concurso, la Autoridad de Aplicación seleccionará una terna de aspirantes.

Art. 8º: En el Concurso Público de Antecedentes deberá asegurarse:

a) Idoneidad y mérito de las personas a seleccionar.

b) Transparencia y publicidad del Concurso de Antecedentes.

Art. 9º: Todo concurso, a los efectos del artículo anterior, será nulo cuando no se cumplieren los requisitos de transparencia y publicidad. En tal caso, se realizará un nuevo concurso en el que las pautas antes mencionadas para la selección de miembros del Equipo Interdisciplinario sean garantizadas. 

Art. 10°: Créase en el ámbito de la Honorable Cámara de Diputados, con carácter especial, la Comisión para la Selección y Composición del Equipo Interdisciplinario de Profesionales para la Asistencia y Contención de víctimas de un proceso de desalojo.

Art. 11º: La Comisión estará integrada por siete (7) miembros diputados, los que serán designados por resolución de este cuerpo, respetando la pluralidad de la representación política de la Cámara.
Art. 12º: La Comisión tendrá por función:

a) Selección final de los miembros del Equipo Interdisciplinario sobre la base de la terna elevada por el Poder Ejecutivo

b) Garantizar en su decisión final, los requisitos de transparencia, publicidad e idoneidad.
Art. 13º: El número de miembros del Equipo Interdisciplinario se establecerá por Región Sanitaria, según lo dispuesto por el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires. La cantidad de profesionales dependerá del total de habitantes en cada región, según criterios de proporcionalidad. 
Los miembros del Equipo Interdisciplinario duran en su función 4 (cuatro) años. El Equipo se renovará por mitad cada bienio. 
Art. 14º: El Equipo Interdisciplinario de Profesionales dependerá de la Autoridad de Aplicación. Tendrá las siguientes funciones:

a) Analizar los instrumentos jurídicos y de otra índole que dieron origen al proceso de desalojo, considerando su regularidad y procedencia.

b) Confeccionar un “Informe Social” en el que conste la situación socio-económica de las familias y/o personas afectadas por el proceso de desalojo de inmuebles que ocupaban en carácter de vivienda.
c) Dar asistencia legal, psicológica y sanitaria a las personas y familias desalojadas. Se dará prioridad a los niños/as, ancianos/as, mujeres embarazadas y personas con necesidades especiales o alguna enfermedad crónica o transitoria. Toda vez que las demandas de los afectados por el proceso de desalojo supere la potencial actuación del Equipo Interdisciplinario, este deberá acercar a las víctimas a los organismos estatales especializados.
d) Poner en conocimiento de las personas afectadas los servicios de patrocinio jurídico gratuito y los programas provinciales que resuelvan o morigeren las circunstancias de quienes se encuentran en situación de calle. 
e) Acompañar a las víctimas en la inserción o incorporación a los programas habitacionales que la Provincia de Buenos Aires tiene en su territorio.

f) Facilitar a los afectados  el traslado de sus pertenencias a los lugares que ellos dispongan.
Art. 15º: En el Informe Social referido en el Inc. b del artículo 14º, se registrarán los siguientes datos de las personas afectadas por un proceso de desalojo: nombre/s y apellido/s, nacionalidad, tipo y número de documento, teléfonos de contacto, estado civil, menores a cargo, situación económica de la persona o de su grupo familiar, discapacidad, enfermedad crónica y transitoria —en los casos que corresponda—, y toda observación que se considerase pertinente. 
Deberá describirse y detallarse el marco social y económico en el que se desarrolla la vida familiar de los afectados. También se explicará las condiciones de los asentamientos humanos.
Se entregará copia escrita del Informe Social a cada una de las personas relevadas.

Art. 16º: Cuando el desalojo tuviera fundamento en una orden judicial, el juez o tribunal deberá, con carácter previo a su dictado, poner en conocimiento de tal circunstancia a la Autoridad de Aplicación.
Art. 17º: Toda vez que el Poder Ejecutivo tomare conocimiento —de manera oficial o extraoficial— de la existencia de una orden judicial o administrativa para efectuar un desalojo o que pudiera derivar en el mismo, deberá garantizar la intervención de forma inmediata del Equipo Interdisciplinario de Profesionales. 
Art. 18º: El Equipo Interdisciplinario de Profesionales deberá acompañar y asistir a las familias y personas afectadas por los procesos de desalojo, hasta tanto se resuelva su situación habitacional.

Art. 19º: El Poder Ejecutivo Provincial garantizará la existencia de Unidades de Contención en todo el territorio provincial, distribuidas según las variaciones y estadísticas que por Región Sanitaria se presenten.

Las Unidades de Contención poseerán una infraestructura adecuada que asegure la habitabilidad para albergar transitoriamente a las personas y familias afectadas por los casos de desalojo. 
Las Unidades de Contención albergarán a los núcleos familiares en su conjunto, garantizando el resguardo de su intimidad y el cuidado de sus pertenencias en cada caso hasta tanto no esté asegurada su reubicación.  

En ninguna situación de albergue los miembros de las unidades familiares podrán ser separados.

Las Unidades de Contención estarán abiertas todos los días del año y a toda hora.
Art. 20º: En los desalojos, de acuerdo con la definición proporcionada por la presente ley, el Poder Ejecutivo deberá:

a) Garantizar el resguardo, la integridad física, material y psicológica, en todas las etapas del procedimiento —iniciación, desocupación efectiva y traslado— de quienes son desalojados.

b) Brindar una solución efectiva a las personas afectadas por un desalojo dentro del plazo de los noventa (90) días corridos de producido el mismo.

Art. 21º: Comuníquese, dé forma. 
FUNDAMENTOS

El derecho al acceso a la vivienda representa en la actualidad, uno de los baluartes fundamentales que todo habitante posee y que como tal, debe ser respetado y garantizado. Se constituye pues, como un mecanismo fundamental a los efectos de alcanzar condiciones dignas en la calidad de vida de las personas.

La garantía de protección contra desalojos arbitrarios y contención a las víctimas del mismo, como se ha mencionado, encuentra su fundamento en el derecho a la vivienda, el acceso a la misma, la no perturbación y el conjunto de prerrogativas que posee en su seno por ser un derecho compuesto. 

Sin embargo, la práctica en los últimos años ha dejado de manifiesto las graves violaciones a diversos derechos humanos que se materializan toda vez que se lleva acabo un proceso de desalojo.

En la ausencia en la toma de decisiones que morigeren esta problemática, se soslaya el escaso e insuficiente marco que se le asigna a la cuestión. Advirtiéndose de este modo, la carencia en la cognición, seriedad y avizor que recae sobre este asunto. Ante esto, debe ponerse énfasis en erradicar todas aquellas tendencias que en nombre de supuestos impedimentos técnicos-jurídicos banalice la situación de millones de personas que no pueden acceder a un hogar decente.
No hay lugar ni fundamento desde las conquistas sociales, que pueda vacilar o cuestionar al acceso a la vivienda su carácter de derecho a proteger. Entonces, el análisis es concreto y no debe desvirtuarse, ya que los derechos son precisamente una exigencia. Una exigencia, una pretensión dirigida al poder público para que tutele -incluso frente a los demás- intereses o necesidades que se consideran vitales. Con el deber ineludible del poder público tendiente a la protección, afirmamos como punto de partida su carácter de esencial y por el otro, el elemento que lo acredita como necesario.
El concepto de necesidad es clave para pensar a la vivienda como un derecho. Advertir esto, colabora con la concepción del derecho a la vivienda como una unidad fundamental para la supervivencia, para llevar una vida segura, independiente y autónoma. Con estos elementos se entiende que la pretensión a una vivienda adecuada se forja como un derecho compuesto, cuya vulneración acarrea la de otros derechos e intereses fundamentales. Su violación hace peligrar el derecho al trabajo, que termina siendo difícil de buscar, asegurar y mantener. Peligra la integridad física y mental, dificulta el acceso a la educación, a la salud y al libre desarrollo de la personalidad; impracticables en cobijos abarrotados y en mal estado sin las condiciones mínimas de habitabilidad. Menoscaba el derecho a elegir residencia, a la privacidad y a la vida familiar
 y condiciona incluso los derechos a la participación política.

Sin dudas el acceso a una vivienda digna, pertenece al grupo de los derechos Civiles, Políticos y Sociales. Y entre los componentes de este grupo, es posible establecer una relación de continuidad axiológica y estructural que los convierte en derechos independientes, interrelacionados y lo que resulta primordial, indivisibles. Es la visión integral de los derechos humanos que proporciona su entendimiento y que facilita la comprensión por ejemplo, de que el derecho a la vivienda englobaría el derecho positivo a obtener medios o un nivel de vida adecuado.
Mucho se ha discutido en cuanto al rol del Estado. Todo derecho, requiere para su efectividad obligaciones positivas y negativas. Este esquema resulta tan necesario de comprender que autores han elaborado teorías o en este caso, “niveles” de obligaciones estatales. Para Van Hoof por ejemplo, podrían describirse cuatro “niveles” de obligaciones: obligaciones de respetar, obligaciones de proteger, obligaciones de asegurar y obligaciones de promover el derecho en cuestión
. A cada derecho perteneciente al grupo de los Civiles, Políticos y Sociales, podemos asignarle uno o dos niveles para asegurar su exigibilidad. Curiosamente, el derecho al acceso a la vivienda, podríamos ubicarlo simultáneamente en los cuatro “niveles” de exigibilidad como obligación estatal.
En el ámbito internacional, nuestro país ha ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
. El artículo 11.1 estipula lo siguiente: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.”  El desglose de ésta norma deja de manifiesto el reconocimiento de el derecho a “un nivel de vida adecuado”. Y además, no se encierra en una persona sino que se extiende a su familia. Es decir, hay una ampliación subjetiva de quienes gozan de esta prerrogativa y objetiva desde que en su noción, incluye “alimentación, vestido y vivienda”; es el carácter compuesto, abarcativo e interrelacionado. Otro elemento que subyace cuando se estipula “mejora continua” se corresponde al principio de progresividad en el derecho internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. De acuerdo con dicha directriz hay una base mínima, un piso desde el cual siempre debe existir la garantía. Nunca puede accionarse, reglarse o pactarse por debajo de ese piso. Y siempre existe la obligación por parte del Estado de mejorar esa situación o condición de toda persona.
Nuestra Constitución Nacional, en el artículo 14 bis in fine, se prescribe como obligación estatal el acceso a una vivienda digna. No hay mayor desarrollo de esta cuestión más que su mención. La Constitución de la Provincia de Buenos Aires, en cambio, en el artículo 36 se comienza por expresar: “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales:…”. Y especialmente, en el inciso 7 del mismo articulado se enuncia: “A la Vivienda. La Provincia promoverá el acceso a la vivienda única y la constitución del asiento del hogar como bien de familia; garantizará el acceso a la propiedad de un lote de terreno apto para erigir su vivienda familiar única y de ocupación permanente, a familias radicadas o que se radiquen en el interior de la Provincia, en municipios de hasta 50.000 habitantes, sus localidades o pueblos. Una ley especial reglamentará las condiciones de ejercicio de la garantía consagrada en esta norma.”  La norma descripta anteriormente, tiene un mayor grado de especificidad que la Carta Magna Nacional, lo que es común en las Constituciones Provinciales en general.
A partir de la reforma de 1994 la constitucionalización en el Ordenamiento Jurídico de los tratados de derechos humanos consagrada en el artículo art. 75 inciso 22 importó una resignificación del sistema de fuentes del derecho interno, no sólo en relación a la vigencia directa y de rango constitucional de diversos cuerpos normativos, sino la de admitir el alcance de estos por intermedio de la interpretación y aplicación de órganos supranacionales instituidos para garantizar su respeto
.

En sentido concordante, el Superior Tribunal ha sostenido en otro precedente que "el Estado no sólo debe abstenerse de interferir en el ejercicio de los derechos individuales sino que tiene además, el deber de realizar prestaciones positivas, de manera tal que el ejercicio de aquéllos no se torne ilusorio"

En este sentido, la consagración de la vivienda como un derecho se inscribe en un escenario internacional (el derecho internacional de los derechos humanos) que despoja a la vivienda de su calidad de simple demanda moral supeditada a la buena y filantrópica voluntad de los poderes públicos, para consagrarla, desde la lógica del derecho, como un mandato vinculante que genera obligaciones jurídicas para los Estados.

Con esto queremos reveer la incorrecta concepción tanto política como jurídica que en la esfera de los derechos fundamentales con relación a la vivienda se señala “beneficios” donde existen verdaderamente derechos. En definitiva, siguiendo a Courtis y Abramovich “… debemos procurar cambiar la lógica de la relación entre el Estado- o los prestadores de bienes y servicios- y aquellos que se beneficiarían con las políticas. No se trata sólo de personas con necesidades, que reciben beneficios asistenciales o prestaciones fruto de la discrecionalidad, sino titulares de derechos que tiene el poder jurídico y social de exigir al Estado ciertos comportamientos”
.

Frecuentemente los desalojos vienen acompañados de violencia severa, con víctimas detenidas, presas, torturadas y en algunos casos, muertos. Los desalojos son perpetrados, en su gran mayoría, basados en decisiones judiciales, que desconsideran la legislación internacional y constitucional que garantiza el derecho a la vivienda y los derechos fundamentales
.
Es posible que haya llegado la hora de pensar en una nueva legalidad que contemple el derecho a la vivienda de todas las personas, como un derecho humano fundamental, y no sólo una potestad de la gente pudiente. Para ello, el Estado deberá proteger a todas las personas de los desalojos forzosos, como parte del compromiso asumido por nuestro país con el derecho El art. 11, inc. 1 del PIDESC establece que “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento”.

A su vez, el art. 2 inciso 1 del mismo PIDESC señala que “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.”

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
 se ha expedido respecto del derecho a una Vivienda Adecuada, conceptuándola en su Observación General Nº 4, punto 7, en el sentido de que “Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros derechos humanos y a los principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así pues, "la dignidad inherente a la persona humana", de la que se dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término "vivienda" se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo11 no se debe entender en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada”.

Posteriormente, en su Observación General Nº 7 sobre desalojos Forzosos, el Comité mencionado precedentemente elaboró un concepto de éstos, definiéndolos como el “hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos (...)” (Observación Nº 7, punto 3).

Más adelante la Observación General Nº 7 dispone que “El propio Estado deberá abstenerse de llevar a cabo desalojos forzosos y garantizar que se aplique la ley a sus agentes o a terceros que efectúen desalojos forzosos (tal como se definen en el párrafo 3 supra)” (Observación Nº 7, punto 8).

Continúa señalado la Observación General Nº 7 que “El párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, exige a los Estados Partes que utilicen "todos los medios apropiados", inclusive la adopción de medidas legislativas, para promover todos los derechos protegidos por el Pacto. (...) es indudable que una legislación contra los desalojos forzosos es una base esencial para crear un sistema de protección eficaz. Esa legislación debería comprender medidas que a) brinden la máxima seguridad de tenencia posible a los ocupantes de viviendas y tierras, b) se ajusten al Pacto, y c) regulen estrictamente las circunstancias en que se puedan llevar a cabo los desalojos. (...) los Estados Partes deberían revisar la legislación y las políticas vigentes para que sean compatibles con las exigencias del derecho a una vivienda adecuada y derogar o enmendar toda ley o política que no sea conforme a las disposiciones del Pacto.” (Observación Nº 7, punto 9).
A los efectos de delimitar o consignar significados conceptuales al tópico en cuestión, podemos afirmar que desalojar significa desproveer a una persona de hogar, abarcando el concepto no solo lo estructural, sino también las garantías que el mismo brinda a todo ser humano de poseer un hogar, una vivienda digna. Esto es descanso, estabilidad, seguridad, un nivel de vida adecuado que permita el acceso a la educación y al trabajo.

La actual legislación no solo no protege sino que facilita y acelera la producción de desalojos. Tampoco asume la tutela colectiva del derecho a la vivienda, ni las obligaciones que el Estado ha contraído en el ámbito internacional en materia de derechos humanos. Es decir, se plantea una normativa procesal que pauta el modo de operar en los desalojos, convirtiéndose en estipulaciones frías, carentes de garantías. Autores teóricos y críticos constitucionalistas como Gargarella, es explayan sobre este punto y se entiende como obstáculo importante para la exigibilidad de los derechos sociales, la inadecuación de los mecanismos procesales tradicionales para su tutela. De esta manera, se sostiene que las acciones judiciales tradicionales tipificadas por el ordenamiento jurídico tuvieron en su sentido una génesis dirigida a la protección de derechos civiles clásicos. Todos estos marcos vertidos en normas jurídicas, poseen directa relación con la estrecha vinculación de la noción tradicional del derecho subjetivo, la noción individual de propiedad y el modelo de Estado liberal.
 
Por lo anterior yace en la actualidad, la preocupación por llenar de contenido tutelar a las normas procesales. En el caso de la regulación de los procesos de desalojo en si, se ha presentado el corriente año ante esta Honorable Cámara, un Proyecto de Ley
 en el que se da un marco de garantías que pauta el accionar de los jueces y/ o tribunales penales. Se plasma una cosmovisión acertada en cuanto a la protección a la vivienda como derecho compuesto y como valor a proteger. En el mismo se modifica el articulado del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, poniéndolo en la órbita de los estándares internacionales.
Esta cuestión estructural que se ha mencionado, deja en descubierto falencias que no debería existir en un Estado garantista, donde todo accionar que emana de la autoridad pública tiende indefectiblemente a la protección, cuidado y procura de los derechos sociales como valuarte fundamental de una Nación. La responsabilidad de velar por ese valor político-social aumenta en gran medida cuando la situación de hecho se manifiesta en relación a una población vulnerable. Cuando nos encontramos frente a este grupo, el Estado debe redoblar su esfuerzo para certificar la inclusión de estas personas y no su exclusión del ámbito de los derechos mínimos que le son inherentes, más allá de cualquier cuestión subjetiva del grupo o persona (nacionalidad, estatus social, poder adquisitivo, nivel de acceso a la justicia). 
Existe en algunos países, leyes que establecen la garantía de prohibición de desalojos arbitrarios. Son desarrollos normativos garantistas dirigidos a los poderes públicos y a los particulares.

Hay dos casos específicos que constatan lo anterior. Uno es la Ley Filipina de Desarrollo Urbano y Vivienda de 1992. En la misma, se reproduce y amplía alguna de las obligaciones de los Estados ya previstas por la OG nº 7 del Comité DESC. Cuando se ejecute una orden de desalojo o demolición que afecte a los ciudadanos menos privilegiados la ley estipula como obligatorio: 1) notificar a las personas físicas o jurídicas con un mínimo de treinta días de antelación al desalojo o demolición, 2) establecer consultas adecuadas sobre el realojamiento con los representantes debidamente designados de las familias que deban desplazarse así como con las comunidades del área en las que éstas será realojadas; 3) la presencia de funcionarios del gobierno local o de sus representantes durante el desalojo o la demolición; 4) la identificación adecuada de todas las personas que tomen parte en la demolición; 5) que la ejecución del desalojo o de la demolición solo tenga lugar en horarios regulares de oficina de lunes a viernes y con buen tiempo, a menos que las familias afectadas consientan algo diferente; 6) que no se utilice equipo pesado para llevar adelante las demoliciones, a menos que se trate de estructuras permanentes y de concreto; 7) el uso de uniformes apropiados por parte de los miembros de la Policía Nacional Filipina que vayan a ocupar la primera línea de ejecución legal y la utilización de procedimientos adecuados de control de disturbios; 8) un realojamiento adecuado, sea temporal o permanente.

El otro caso pasible de mención es el de Reino Unido. Este país posee “La Ley para la protección del desalojo” del año 1997, donde se sanciona la práctica de desalojos forzosos llevados acabo por particulares, sobre todo por los propietarios de las unidades habitacionales concernidas. Esta ley define como “ocupantes residentes” a las personas que ocupen un predio como residencia, como consecuencia de un contrato o en razón de cualquier disposición que les otorgue el derecho de permanecer como ocupantes frente otras personas con intención de recuperar la posesión del predio. Se considera delito, todo acto que tienda a interferir con la paz o comodidad del ocupante residente o de los miembros de su unidad familiar, incluidos el retiro o el aplazamiento de servicios razonablemente necesarios par la ocupación de los predios como residencia.

A partir de estos casos y del presente desarrollo, se indica que garantizar un derecho supone en sentido amplio, establecer algún mecanismo que permita tutelar y hacer efectivo el acceso a los recursos o bienes que conforman su contenido, esto sería en relación a la cuestión habitacional. El caso Filipino y de Reino Unido, son evidencias que demuestran que los desalojos son un universo particular con características propias, ya sea por los procedimientos a aplicarse, por la delicadeza de los derechos que se hurgan y por la responsabilidad estatal que debería atestiguarse.

El Programa Hábitat
 que Naciones Unidas se ha dado en relación a los Asentamientos Humanos, es muy claro en cuanto al fomento de políticas de vivienda estatales. El mismo, al tratar el acceso a una vivienda digna, se encarga de disponer “Medidas” para los “Grupos Vulnerables y personas con necesidades especiales”. Se establece como medida a fin de reducir la vulnerabilidad, el deber de las autoridades públicas de “proteger a todas las personas contra los desalojos forzosos que son contrarios a la ley y proporcionarles protección legal y formas de ponerles remedio, teniendo en cuenta las consideraciones de derechos humanos; cuando los desalojos sean inevitables, asegurarse, cuando proceda, de que se ofrezcan otras soluciones idóneas” (P. 98, inciso 2 del Programa Hábitat).

Este punto que menciona el Programa Hábitat de Naciones Unidas es fundamental y dispara diversas cuestiones a considerar.
En primer lugar, el deber que existe de proteger a toda persona de desalojos que menoscaben sus derechos e intereses que se han mencionado. No puede permitirse que cualquier accionar de autoridad pública termine por dejar en situación de calle a personas o grupo familiar. O lo que resultaría alarmante, que en el transcurso del desalojo se atente contra la integridad físico-moral de quienes ocupaban el inmueble en carácter de vivienda. Ello, lejos por demás de revestir casos abstractos o ejemplificativos, tiene su correlato en la realidad, desde que en numerosos desalojos se ha agredido físicamente a quienes se encontraban habitando los inmuebles. Ha habido también, casos de muerte, vejaciones.
La creación de un Registro que en la Provincia de Buenos Aires contabilice lo desalojos que se producen, es necesario para el control y confección de estadísticas a futuro en cuanto al tema. Los Registros, se han utilizado invariablemente como “captura” de determinada información útil a los efectos de indicar el estado actual de la temática objeto del Registro y el resultado de la operación que se desarrolla en el mismo. Encierran en sí mismos, la mayor parte de las veces, el carácter de públicos. Esto es, que todo ciudadano que lo desee puede tener acceso a esa información registrada. En el caso de los desalojos operativizados y posteriormente contabilizados, permite obtener detalles del mismo, como el día y la hora, lugar, personas que han sido forzosamente desalojadas, personal encargado del operativo, descripciones del mismo.
Por otra parte, para la contención y asistencia de personas víctimas de un proceso de desalojo, se entiende que es imprescindible el acompañamiento, resguardo y colaboración de un Equipo Interdisciplinario, con los profesionales cuya ocupación pueda hacer de ayuda a los casos de desalojos o desplazamientos forzosos. El tipo de contención varía desde lo psicológico, médico y jurídico, para incluir a aquellos que se encontraban fuera del sistema y que logren acceder a todos los servicios que el Estado posee de por sí. El acompañamiento brindado debe sostenerse hasta tanto los afectados resuelvan su cuestión habitacional, deber que pertenece al Poder Ejecutivo, para remediar el problema de las victimas dentro de los 90 días de ocurrido el desalojo.
Lo que se precisa, en definitiva, es identificar las mejores prácticas y convertirlas en instrumentos normativos, desde donde se pueda asegurar en este caso, el derecho a la vivienda. Y que sin dudas se utilice como instrumento de presión en alza de la exigibilidad de los derechos habitacionales. Es la conquista y su posterior plasmación de derechos que pertenecen a toda persona y que por diversas circunstancias se han corrido de su naturaleza para constituirse en privilegios. Las nuevas conquistas – porque siempre las hay – deben tender a la eliminación tanto de los antiguos privilegios como de antiguos derechos convertidos hoy en privilegios.
Por los fundamentos anteriormente expuestos, solicitamos a nuestros pares, acompañen con su voto favorable la presente iniciativa.

� Según el art. 18.1 de la Ley Orgánica 4/2000 sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración, el derecho a la reagrupación familiar de los extranjeros se encuentra condicionado, entre otras cosas, a la disposición de un “alojamiento adecuado”.
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� El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) es el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por sus Estados Partes. El Comité se estableció en virtud de la resolución 1985/17, de 28 de mayo de 1985, del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) para desempeñar las funciones de supervisión asignadas a este Consejo en la parte IV del Pacto. Entre sus funciones está la de emitir Observaciones Generales, respecto el contenido y alcance de los derecho y obligaciones emergentes del Pacto. Sobre su fuerza vinculatoria, véase por ejemplo CSJN “ Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social - Secretaría de Programas de Salud y Banco de Drogas Neoplásicas s/ Recurso de Hecho” o “ Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ accidentes ley 9688” (327:3753), al respecto la CSJN sostuvo que “En este orden de ideas, cuadra poner de relieve la actividad del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por cuanto constituye el intérprete autorizado del PIDESC en el plano internacional y actúa, bueno es acentuarlo, en las condiciones de vigencia de éste, por recordar los términos del art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional”.
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